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Señor Presidente,

Excelentísimos Señoras y Señores,

Distinguidos Delegadas y Delegados,

Señoras y Señores,

Es un honor poder tomar la palabra. En nombre del Comité Internacional de la Cruz Roja quisiera agradecer a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos por esta oportunidad. También quisiera aprovechar para expresar nuestro profundo reconocimiento a la OEA y los Estados Miembros de la organización por los esfuerzos que despliegan año por año, a través de sesiones especiales como la presente y otras iniciativas encaminadas a mejorar el respeto del derecho internacional humanitario.

La resolución AG/RES 2226 sobre la promoción y el respeto del derecho internacional humanitario de junio del 2006 es ilustrativo al respecto. En esta resolución la Asamblea General de la OEA instó a los Estados Miembros de considerar hacerse partes en los principales tratados relacionados con el derecho internacional humanitario. 

Hubo seguimiento concreto. Saint Kitts y Nevis se junto en agosto de 2006 a los 22 Estados Americanos Partes en el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional. Haití ratificó en diciembre de 2006 los dos Protocolos adicionales de 1977 a los Convenios de Ginebra, con lo cual son actualmente 34 los Estados Americanos Partes en el Protocolo adicional I y 33 en el Protocolo adicional II. Cabe destacar además que en el 2006 Haití se hizo también parte en el tratado de Ottawa que prohíbe las minas antipersonal, así como en la convención sobre la prohibición de las armas químicas. Por su lado, Honduras ratificó en diciembre de 2006 como primer Estado Americano el Protocolo adicional III de 2005 que introdujo el cristal rojo como un signo distintivo adicional a la cruz roja y la media luna roja sobre fondo blanco. Cabe mencionar también que dicho Protocolo adicional III fue firmado por 17 Estados Americanos más en el espacio de solo un año desde su adopción.

Estos son avances muy provechosos que confirman el empeño de los Estados del hemisferio con el derecho internacional humanitario. En efecto, en materia de ratificación de los tratados, la región se encuentra por encima del promedio mundial. Ello permite afirmar y consolidar el derecho internacional humanitario desde la región cada vez más.

Por otro lado, la resolución 2226 también llamó la atención de los Estados Miembros de la OEA a una serie de compromisos que han asumido en función de los tratados en los cuales participan. Son estos compromisos de los cuales depende la eficacia de la protección que los tratados buscan otorgar a las víctimas de los conflictos armados. Su cumplimiento requiere que los Estados adoptan las medidas que son necesarias para aplicar el derecho humanitario al nivel nacional.

Este paso suplementario parece tanto más crítico cuando se considera que el derecho internacional humanitario supone en gran medida una autorregulación por parte de los Estados. Los mecanismos establecidos por los tratados para monitorear el cumplimiento de sus normas han sido raramente utilizados. En efecto, ni el sistema de las potencias protectoras, ni los procedimientos bilaterales de encuesta, ni la comisión internacional de encuesta fueron puestos en marcha como lo concibieron los autores de los tratados. Ni siquiera la obligación de comunicarse entre los Estados las traducciones de los Convenios de Ginebra y las leyes para su aplicación ha encontrado mucho seguimiento en la práctica. 

Desde esta perspectiva resulta tal vez poco sorprendente que de los 166 Estados Partes en el Protocolo adicional I de 1977, solo 27 aportaron información al Secretario General de las Naciones Unidas para su último informe sobre el estado de los protocolos adicionales. Este informe fue presentado en agosto del 2006 en base a la resolución 59/36 de la Asamblea General de 2004. Entre los 27 Estados figuraban tres de las Américas.

Por cierto, no hay que confundir la falta de comunicaciones sobre las medidas nacionales con una falta de adopción de estas últimas. Sin embargo, en el caso señalado la comparación parece indicativa de una situación en la cual existe efectivamente una discrepancia entre dichas medidas y los tratados ratificados. En otras palabras, el entusiasmo de participar en los tratados de derecho internacional humanitario generalmente no encuentra parecido cuando se trata de poner las normas internacionales en marcha. 

Como consecuencia, ese derecho, que se ha cristalizado durante siglos para responder a las necesidades generadas por la guerra, tiene que apoyarse en pilares que son frágiles y además expuestos a todo tipo de hongos, moho y salitre. Son circunstancias que se traducen en un sin número de violaciones del derecho internacional humanitario, causando la muerte y atrocidades sin fin, sobre todo entre las poblaciones civiles. Estas violaciones pueden hasta amenazar la paz y la seguridad internacional, como el Consejo de Seguridad ha constatado reiteradamente.

Incumbe a todos los Estados prevenir las violaciones del derecho internacional humanitario. Es un esfuerzo que incluye, pero no se limita a la participación en los tratados relevantes y mucho menos aún a resoluciones, tan valiosas que estas pueden ser, pues favorecen sin duda un entorno respetuoso del derecho. 

La prevención implica un acercamiento estratégico y una acción concertada, integrada que muchas veces tiene que ser, además, permanente. Uno no puede pensar en los conflictos armados sin tener en cuenta el derecho internacional humanitario. Eso es porque este derecho no es algo que se impone desde afuera a la guerra, si no forma parte de ella.

Señor Presidente,

A lo largo de los anos, las sesiones especiales sobre el derecho internacional humanitario de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos han permitido acercarse a diversos problemas vinculados con el derecho internacional humanitario o con la acción humanitaria del CICR en el continente Américano. 

Cada vez el tema de la prevención figuraba de modo prominente en la agenda, en particular por lo que se refiere a la aplicación nacional del derecho internacional humanitario. La sesión de marzo del 1999, en la cual participó el presidente del CICR, se concentró exclusivamente en esta problemática. Es el tema central también de las trece resoluciones que la Asamblea General adoptó desde 1994 sobre la promoción y el respeto de dicho derecho, de las cuales la resolución 2226 del año pasado es la más reciente.

Eso ha permitido acompañar, desde el nivel de la OEA y de las Misiones Permanentes, los avances logrados en los Estados Miembros, pero también examinar los obstáculos que se han presentado en el camino y pensar en posibles soluciones. El CICR, a través de su Servicio de Asesoramiento, ha tenido el privilegio de cooperar con los Estados en la preparación de varias medidas nacionales. 

Los avances en esta materia son innegables y concretos. 

15 Estados Americanos cuentan hoy con una legislación actualizada que regula el uso y la protección de los emblemas de la cruz roja y de la media luna roja. En 5 Estados se han preparado proyectos sobre este asunto.

11 Estados Americanos disponen de legislación específica que penaliza violaciones contra la prohibición de las minas antipersonal. En 3 Estados se han preparado proyectos de leyes al respecto.

8 Estados Americanos adoptaron medidas puntuales para aplicar la Convención de La Haya de 1954 y sus dos Protocolos sobre la protección de los bienes culturales en caso de conflicto armado. Estas medidas incluyen legislación específica, pero atañen sobre todo a la identificación de los bienes y la sensibilización del público sobre la necesidad de protegerlos. 

6 Estados Americanos disponen de legislación específica para castigar los crímenes de guerra. En 15 Estados se han examinado proyectos de leyes para adecuar la legislación penal en esta materia.

Estos resultados han sido completados por esfuerzos más globales en el ámbito de la difusión. Incluyen la integración del derecho internacional humanitario en la doctrina de las fuerzas armadas y también su incorporación en los planes de estudio de las universidades.

Así se están cubriendo, poco a poco, áreas que son decisivos para llegar a un mejor respeto del derecho internacional humanitario. Sin embargo, muchas medidas nacionales están todavía pendientes. 

Por ejemplo, en el ámbito de la represión penal de las graves violaciones del derecho internacional humanitario y en particular de los crímenes de guerra. La mayoría de los 15 proyectos antes señalados, todavía no ha podido entrar en los procesos legislativos. En algunos casos se encuentran inclusive todavía en una fase de redacción.  

Otros ámbitos, también mencionados por la resolución 2226, se tocaron a penas. Por ejemplo, la obligación, codificada en el Protocolo adicional I de 1977, de disponer en las fuerzas armadas de asesores jurídicos para apoyar a los comandantes en materia de derecho internacional humanitario. En un entorno donde las misiones de las fuerzas armadas se vuelven cada vez más complejas, responde a la inquietud de poder conducir las operaciones de acuerdo con el derecho. En una reunión sobre este tema, que se celebró en 2004 en Lima, los representantes de las fuerzas armadas de 17 Estados Americanos constataron la escasez de este tipo de servicios en el continente. 

Otro ejemplo de una obligación convencional que aún no se ha implementado en una mayoría de los Estados Americanos concierne los procedimientos de revisión de la legalidad de nuevas armas. Dicha obligación dimana del artículo 36 del Protocolo adicional I de 1977. Al respecto cabe mencionar que el CICR publicó en 2006 una guía para facilitar a los Estados aplicar el artículo 36 en la práctica. Se espera disponer de una versión en español de este documento en los próximos meses. Además, se contempla organizar una serie de reuniones para profundizar la cuestión.

No quisiera dejar estos ejemplos sin mencionar también la problemática de las personas desaparecidas a raíz de un conflicto armado o de otra situación de violencia. Sigue siendo una dolorosa realidad para centenares de miles de personas en muchos Estados de la región. A pesar de los esfuerzos desempeñados para esclarecer la suerte que han corrido las personas desparecidas, brindar apoyo a sus familiares, e inclusive prevenir futuras desapariciones, todavía no se ha logrado aportar las soluciones que requiere el derecho internacional. La labor de esclarecimiento y de prevención tropieza, muchas veces, con una falta de voluntad política, así como con una carencia de coordinación y de cooperación. Como lo recordó la Asamblea General de la OEA en la resolución 2226, pero también en las resoluciones 2134 de 2005 y 2231 de 2006, es menester que los Estados tomen todas las medidas a su alcance para remediar a esta situación.  

Señor Presidente,

El panorama que se presenta en materia de la aplicación del derecho internacional humanitario en la región es un panorama mixto. Mucho se ha logrado en los últimos años, pero más aún queda por hacer. Las perspectivas son alentadoras, pues existe un amplio debate alrededor del derecho internacional humanitario en la región y los Estados están, generalmente, conscientes de las obligaciones que dimanan de este derecho. La resolución 2226 no deja dudas al respecto. 

Sin embargo, persiste el reto de traducir dicha conciencia en voluntad y en acción. Se presentan dificultades que impiden avanzar consecuentemente. Ciertas tienen que ver con factores políticos, otras surgen a raíz de la complejidad técnica de algunas medidas nacionales o se deben a cuestiones organizacionales. Depende tanto de la situación en cada Estado como de la medida contemplada. 

Lo que es cierto es que los Estados se enfrentan a numerosas cuestiones que son interrelacionadas y tocan a diferentes ministerios y otros órganos. Muchas veces requieren cierta coordinación entre dichas dependencias. Con regularidad, se ha comprobado que la concentración de las diferentes competencias del Estado puede ser un medio sumamente eficaz para progresar en materia de la aplicación nacional del derecho humanitario. Para tal efecto, 17 Estados americanos han establecido comisiones interministeriales especialmente encargadas de facilitarles a los Estados cumplir con sus compromisos internacionales. La más reciente comisión de este tipo en la región fue creada en el 2006. 

Estas comisiones se encuentran periódicamente tanto al nivel regional como al nivel mundial para intercambiar experiencias y comparar soluciones. De hecho, en marzo del 2007 se celebrará una reunión de las comisiones de todo el mundo en Ginebra. 

Las comisiones de derecho internacional humanitario son mecanismos que tienen un potencial considerable de agilizar el trabajo pendiente y economizar recursos. Sin embargo, no siempre cuentan con el apoyo que necesitan para llevar a cabo sus tareas. El fortalecimiento de dichas comisiones aparece entonces como uno de los pasos que pueden incidir muy favorablemente en los esfuerzos de la aplicación nacional que corresponden a los Estados.

Señor Presidente,

Para concluir, queda pendiente una ingente labor en la realización del cabal cumplimiento del derecho internacional humanitario en la región. Cada Estado tiene que definir por sí mismo cómo proceder para que cumpla con los requisitos de los tratados. El CICR por su lado quedará comprometido brindar asesoría jurídica y técnica a los Estados que lo desean. La aplicación nacional del derecho internacional humanitario es un reto que compartimos todos. Hay que llevarlo a cabo de manera consecuente y con determinación. De ello depende la protección de las victimas de los conflictos armados. 

